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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 30 de agosto de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, de Lázzari, Roncoroni, Pettigiani, Soria, Hitters, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 72.681, "Administración Federal de Ingresos Públicos contra Falasconi, Pedro Oscar y otra. Incidente de revisión".

A N T E C E D E N T E S


La Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Junín confirmó la sentencia de primera instancia que había rechazado el incidente de revisión.


Se interpuso, por el Fisco nacional, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


I. La Cámara confirmó la sentencia de primera instancia que había desestimado la revisión pretendida por entender que los intereses que corresponden son los determinados al 24% anual.


Basó su decisión, en lo que interesa al recurso, en que:


Pretender intereses excesivos aunque ello tenga apoyatura en una ley, no impide al juzgador determinar si medió o no un obrar antifuncional en los términos de los arts. 953 y 1051 del Código Civil (v. fs. 52 vta.).


Las referencias a la existencia de un concurso no pueden parificar el tratamiento de los créditos anteriores a aquél sometidos a su propio régimen, por lo que el modo de argumentar después resulta un despropósito jurídico, no existiendo norma concursal que avale tal proceder (v. fs. 53/53 vta.).


Frente a una ley que establece determinado tipo de intereses compensatorios y punitorios, cabe la posibilidad de dinamizar las facultades morigeradoras que otorgan los arts. 953 del Código Civil y 656 del Código Procesal Civil y Comercial (v. 53 vta.).


II. Contra esta resolución se alza el Fisco nacional, denunciando la conculcación de los arts. 42 y 55 de la ley nacional 11.683 (t.o. 1978 y sus modific.). Denuncia la existencia de absurdo en el pronunciamiento. Hace reserva del caso federal.


Sostiene que en el pronunciamiento se alteran la esencia y la finalidad de las tasas de interés determinadas en la ley fiscal (v. fs. 70 vta.).


Agrega que la Cámara llega al decisorio en crisis sin previa declaración de inconstitucionalidad de la ley 11.683, prescindiendo sin embargo lisa y llanamente de su aplicación (v. fs. 70 vta.).


Expresa que los intereses que el Fisco debe verificar en los concursos y quiebras, dimanan de cláusulas de ley especial del Congreso, teniendo el carácter de derecho especial de la Constitución nacional, los que no pueden ser sustituidos por la aplicación de reglas de la legislación común (v. fs. 71 vta./72).


Dice que la liquidación presentada por la A.F.I.P. sigue como método contable para determinar los intereses, las normas que fija sobre la materia la ley de procedimiento tributario y sus modificatorias (v. fs. 72).


Agrega que la resolución apelada resulta arbitraria, toda vez que con fundamento en facultades morigeradoras emanadas del Código Civil, termina rasando los intereses fijados en la ley 11.683 con los emanados de obligaciones del derecho común, sin expresar en qué radica la exorbitancia de las tasas fiscales y sin decretar la inconstitucionalidad de la norma (v. fs. 72).


III. El recurso no prospera.


1. En la especie, la entidad recaudadora solicitó la verificación del crédito por deuda tributaria (I.V.A., multa e intereses) y contribuciones patronales al sistema de seguridad social por un monto de $ 39.617, 29 y por deuda previsional al Régimen de Trabajadores Autónomos por el importe de $ 15.019,63.


La jueza de grado, sin embargo, declaró admisible el crédito de la incidentista por la suma de $ 29.788,15 con privilegio especial y $ 12.841,84 como quirografario (v. copia de la sentencia glosada a fs. 11, más allá de lo manifestado luego por la recurrente a fs. 68 vta.) con cálculo de intereses conforme a la tasa del 2% mensual.


La Cámara decidió, por mayoría, confirmar esa resolución.


2. En casos similares al presente he manifestado mi opinión en el sentido que mientras no existan motivos justificados en la causa para desplazar a la norma tributaria, corresponde aplicar a la D.G.I. (ahora A.F.I.P.) la tasa fijada por la resolución de la Secretaría de Ingresos Públicos (Ac. 69.773, sent. del 2‑VIII‑2002; Ac. 68.376, sent. del 19‑II‑2002).

3. Entiendo que en la especie tales motivos se dan.

Así, las tasas mensuales aplicadas para el período 2-IV-1991 al 30-VIII-1991 ascienden al 7% y al 3,5% para intereses resarcitorios y punitorios respectivamente, al 4% y al 2% para el lapso 31-VIII-1991 al 30-XI-1991, al 3% y al 1,5% para el tramo que corre hasta el 30/XI/1996  y del 2% para resarcitorias y 1% para punitorios desde esa fecha hasta la de apertura del concurso.


Aun cuando se interprete que se trata de un interés resarcitorio destinado a reparar los perjuicios que la sociedad padece con motivo del incumplimiento del contribuyente y de otro punitorio que al mismo tiempo lo sanciona por ese motivo y por obligar al Estado a recurrir a los estrados judiciales a fin de hacer efectivo el crédito, no debe olvidarse que la confiscación de bienes como sanción está excluida del sistema de la Constitución y que esa veda también alcanza a la competencia tributaria del Estado (art. 17 de la Const. nac.).

4. La pretensión fiscal tiene por fundamento los arts. 42 y 55 de la ley 11.683 (t.o. 1978) y las resoluciones de la Secretaría de ingresos públicos que fijan las tasas de interés que aquéllos mandan imponer para el caso de incumplimiento del contribuyente y de que sea necesario acudir a la vía judicial para hacer efectivo el crédito fiscal, respectivamente.

5. Por lo que llevo expuesto, y aunque la descalificación constitucional de las normas en cuestión por parte de los demandados no se concrete en un pedido de declaración en ese sentido (v. presentación de fs. 21/23), los jueces deben, aún de oficio, hacerlo cuando los textos normativos padezcan, en su aplicación concreta, ese vicio. El tema de la congruencia constitucional se le plantea al magistrado antes y más allá de cualquier propuesta formulada por las partes (conf. Ac. 82.405, "Fisco", sent. del 23‑XII‑2002; L. 77.914, "Zuccoli", sent. del 2‑X‑2002, entre otras).


Por ello, y habida cuenta que la aplicación de las resoluciones de la S.I.P. aplicables a la deuda de autos afectan de manera irrazonable y confiscatoria el patrimonio de la deudora, propongo que sea declarada inconstitucional por su clara colisión con la norma de los arts. 4, 17 y 28 de la Constitución nacional.


Por todo lo expuesto considero que el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley debe ser rechazado con costas a la recurrente vencida (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


El recurso es procedente.


En efecto, entiendo que los intereses que cabe aplicar al sub lite son los previstos en la ley especial, es decir en la 11.683 de procedimiento tributario.


En tal sentido, ha dicho esta Corte, en un caso de aplicación mutatis mutandi a las presentes, que no controvertida la constitucionalidad del art. 68 del Código Fiscal, ni de la Disposición Normativa que es su consecuencia, en los supuestos de intereses legales la facultad de determinación judicial se ve limitada por los extremos del art. 622 del Código Civil. De allí que pretender morigerarlos, directamente o por una vía elíptica como es la de declarar inhábil el título base del apremio, significa contrariar la caracterizada doctrina según la cual no resulta admisible una interpretación que equivalga a prescindir del texto legal (conf. Ac. 72.785, sent. del 13‑III‑2002).


En el mismo orden de ideas también se ha expresado que mientras no existan motivos debidamente acreditados en la causa para desplazarla, corresponde aplicar a las deudas reconocidas en un concurso a la D.G.I. la tasa fijada en la Resolución 22/91 de la Secretaría de Ingresos Públicos (art. 1) (conf. Ac. 69.773, sent. del 2‑VIII‑2000; Ac. 68.376, sent. del 19‑II‑2002).


A ello cabe agregar que la valiosa función del impuesto justifica que las leyes contemplen medios coercitivos para lograr la satisfacción oportuna de las deudas fiscales cuya existencia afecta de manera directa al interés de la comunidad porque gravitan en la percepción de la renta pública. Con ese propósito se justifica la aplicación de tasas de interés más elevadas lo que, por otra parte, no favorece a personas determinadas sino a la sociedad toda (conf. Ac. 72.785, sent. del 13‑III‑2002).


Resulta acertada la denuncia del recurrente relativa al absurdo de la resolución apelada que con fundamento en las facultades morigeradoras del Código de fondo equipara los intereses emanados de obligaciones del derecho común con los fijados en la ley 11.683 sin explicar en dónde radica la exorbitancia de las tasas fiscales y sin declarar la inconstitucionalidad de la norma que las fija, toda vez que el razonamiento utilizado en el pronunciamiento no logra desautorizar la aplicación de los accesorios fijados en la normativa específica al caso debatido.


Así, se ha volcado en la citada causa Ac. 72.785 (sent. del 13‑III‑2002) que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha abordado cuestión similar a la de autos en relación a los mecanismos previstos por la ley 11.683, estableciendo que ellos encuentran justificación en la mora del deudor y no en la necesidad de determinar el valor de una cosa o bien al momento del pago, de manera que no corresponde atribuir a tales accesorios el carácter de actualización de deudas ("DGI c/Ferreira Gallegos", sent. del 25‑IV‑2000, "La Ley", 2001‑A‑60). Igualmente, que los principios antes enunciados y el carácter resarcitorio de los intereses en examen permite concluir que no corresponde disminuir la tasa so color de la modificación introducida al art. 623 del Código Civil por la ley 23.928 porque ello importaría tanto como prescindir del texto legal ("Prov. de Santa Cruz c/YPF", "Jurisprudencia Argentina", 1994‑I‑511 y "DGI c/Frig. El Tala", "Fallos", 315:2555).


Si lo que dejo expuesto es compartido, corresponde hacer lugar al recurso extraordinario interpuesto, revocándose la sentencia y remitiéndose la causa al tribunal de origen a los efectos de que se admita la revisión en la medida de los intereses fijados en la ley 11.683.


Por ello, voto, por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:


1. Según lo relata la recurrente (fs. 12 vta./13 vta.), en forma tempestiva, solicitó la verificación de créditos por la suma de $ 39.617,29 en concepto de deuda previsional e impositiva. Pretendió el rango privilegiado para el importe de $ 8.346,66 y como quirografario para la de $ 31.270,63. Además, en la solicitud se anticipó que existían créditos eventuales por deudas de los concursados con el Régimen Nacional de Seguridad Social. También: respecto de estos créditos, aclara, la Sindicatura se expidió en el informe individual (art. 35 de la ley 24.522). El síndico aconsejó la verificación de los intereses por un importe menor al pretendido, criterio que fue seguido por el juez de grado, quien lo declaró admisible por la suma de $ 12.841,94, con rango quirografario (fs. 68 vta.).


Para obtener el monto originariamente pretendido en concepto de intereses la AFIP articuló el incidente de revisión que autoriza el art. 37 de la ley 24.522 (fs. 12/15 vta.), el cual no fue coronado por el éxito en la instancia ordinaria en donde se produjeron sendos pronunciamientos desestimatorios (fs. 28/29 y 51/56).


2. El señor juez de primera instancia buscó la fuerza de convicción de su fallo en la jurisprudencia del tribunal superior de grado y fue así que redujo la tasa de interés pretendida, temperamento que se afirma al resolver la pretensión revisora (fs. 11/11 vta. y 28 vta.). La Cámara también buceó en sus precedentes y reiteró el criterio (fs. 54 vta.).


3. Está claro que, sin descalificar por inconstitucionales los mecanismos establecidos por la ley fiscal nacional 11.683, la Cámara confirmó la reducción de la tasa de interés que fuera solicitada, valorando como aplicables los arts. 953 y 1051 del Código Civil.


4. Los concursados que observaron la pretensión de la AFIP reiteraron su oposición cuando contestaron el traslado del incidente de revisión (fs. 21/23), señalando que las tasas aplicadas fueron: por el lapso 2‑IV‑1991 al 30‑VIII‑1991 del 10,5% mensual entre punitorios y moratorios; por el lapso 31‑VIII‑1991 al 30‑XI‑1991 del 6% mensual entre moratorios y punitorios; por el lapso 1‑XII‑1991 al 30‑XI‑1996 del 3% mensual entre moratorios y compensatorios (fs. 21 vta.).


La sindicatura se asoció al planteo de los concursados (fs. 26/26 vta.). Señala que mientras AFIP liquida los intereses en este caso a una tasa promedio del 2,52% mensual, la tasa que rinde una colocación en el sistema financiero no supera el 0,48% mensual (fs. 26 vta.).


5. Los señores jueces que me preceden en la votación han juzgado procedente la revocación del fallo y conclusivamente han entendido que los mecanismos establecidos por la ley 11.683 para la liquidación de los intereses no pueden ser desplazados, sin una concreta descalificación por inconstitucionalidad, la que en autos no se produjo.


Discrepo con ellos pues, como lo sostuve antes de ahora (Ac. 79.204, sent. del 6‑VIII‑2003) la actuación de la facultad morigeradora no depende de una previa declaración de inconstitucionalidad cuando, como en este caso, la tasa de interés ha sido fijada no por la ley fiscal sino por la autoridad de aplicación en quien se delegó hacerlo (arts. 41 y 55 de la ley 11.683, t.o. 1978). Esta delegación apareció como novedad impuesta por el art. 1 de la ley 20.024, que reemplazó el sistema de tasa de interés fijo por el de interés variable, cuya determinación se delegó en la entonces Secretaría de Hacienda.


Aun cuando se trata de una tasa resarcitoria de origen legal determinada por delegación, destinada a resarcir los daños que la sociedad sufre derivados del incumplimiento del contribuyente, es decir, fluyente de un régimen especial que corresponde a la esfera del derecho público tributario, ella no se encuentra al margen del control jurisdiccional. Dicho control puede ser ejercido, obviamente, en el proceso concursal, porque también resulta patente que por tratarse de resolver y superar los efectos de la insolvencia patrimonial, aquél se encuentra más justificado (cf. S.C.J. de Mendoza, Sala I, 9‑XII‑1999, in re, "Pierandrei, Roberto y otros s/concurso preventivo s/revisióní en "Jurisprudencia Argentina" del 3‑I‑2001, págs. 66 y ss.; C. N. Com. Sala C, 23‑VI‑2000, "Zonda Express S.A. s/Quiebra s/ incidente de revisión por la DGI", citado por RIVERA, ROITMAN Y VITOLO, Ley de concursos y Quiebras, Tomo I, p. 240; C.N.Cóm., Sala A, 16‑VI‑2000, "Asistant S.A. s/Quiebra s/incidente de Revisión por DGI y DGA" citado por RIVERA, ROITMAN Y VITOLO, Ley de concursos y Quiebras, Tomo I, p. 241; C.N.Com. Sala E, 29‑IX‑2000, "Pedro Works y Cía. S.R.L. s/concurso preventivo s/incidente de revisión por DGI" en Revista de Sociedades y Concursos, nº 7, p. 191).


En los procesos concursales resulta claro que se trata de asegurar una cierta solidaridad entre todos quienes deben soportar las consecuencias de la insolvencia. Y si ello es así, podemos agregar que la solidaridad es justicia y la justicia solidaridad.


Es finalidad del proceso concursal armonizar los distintos intereses en juego en función del objetivo primario en que consiste superar la crisis, permitiendo a la empresa reinsertarse en el mercado en condiciones de subsistir, producir y competir, generando así las legítimas utilidades que la reconduzcan a una evolución en beneficio de sus socios, de sus clientes, de sus acreedores y de la sociedad. Objetivo que resultaría difícil de alcanzar si al juez del concurso le estuviera vedado valorar la magnitud de una tasa de interés moratorio o punitorio que pretende un acreedor concurrente, cualquiera fuere la relación jurídica sustancial que legitima el devengamiento de tal accesorio. También en la subsistencia de la empresa se encuentran interesados todos, no sólo el concursado y sus acreedores, particularmente en las circunstancias actuales de emergencia económica que vive el país.


De la lectura de las actuaciones resulta claro que existe impugnación de la tasa de interés aplicada. Impugnaron los concursados al contestar el traslado del incidente de verificación tardía (fs. 21/23) e impugnó la sindicatura, transitando la misma senda argumental (fs. 26/216 vta.)


Aun cuando los concursados postularon la descalificación por inconstitucionalidad (fs. 21 vta.) juzgo que la morigeración ha de concretarse sin necesidad de una declaración previa de la infracción a la Constitución nacional, pues se trata de resoluciones dictadas por la autoridad en cuya cabeza opera la delegación impuesta por la ley 11.683 (arts. 42 y 55, t.o. 1978).


6. No me cabe duda que las tasas de interés cuya aplicación pretende la AFIP no responden adecuadamente al parámetro de equidad consagrado por la Carta Magna (art. 4). La falta de equidad es suficiente causal invalidante de las normas que se denuncian como violadas en la instancia de grado, pues la magnitud aritmética en que se expresan no se compadecen con la moderación en que también la equidad consiste (conf. Joaquín V., Manual de la Constitución Argentina (1853‑1860) actualizado por Humberto Quiroga Lavié, Buenos Aires, 2001, p. 374). Mediante un tributo inequitativo, dice bien el autor, se afecta la actividad productiva, y digo, que también se la puede afectar con una tasa de interés inequitativa, con lo cual no se satisface el standard de productividad económica (art. 75 inc. 19 de la C.N.).


Tratándose de una contribución nacional, estimo que la tasa que debe aplicarse es la activa que por períodos mensuales informó el Banco de la Nación Argentina para el lapso en cuestión, por ser ésta, a mi entender, la que mejor consulta los intereses generales comprometidos, cuando un contribuyente no cumple en término con sus obligaciones fiscales.


En consecuencia, por los argumentos explicitados, voto por la afirmativa, debiendo casarse el pronunciamiento de la alzada fijándose como tasa de interés punitorio, para el período comprendido entre el 2‑IV‑1991 y la fecha de presentación en concurso preventivo, la tasa activa que informó el Banco de la Nación Argentina.


Los señores jueces doctores Pettigiani y Soria, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votaron también por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


Adhiero a la propuesta decisoria del doctor de Lázzari, con las siguientes consideraciones adicionales. 


El pronunciamiento objeto de recurso es descalificable, como lo dejó expuesto el mencionado colega, toda vez que, por vía de la morigeración de intereses, a la que el a quo accedió operando las facultades que al respecto diversas normas del Código Civil habilitan, se han dejado de lado aquellos accesorios que establecen las normas fiscales vigentes, contrariando en definitiva y de tal manera la doctrina con arreglo a la cual no resulta admisible prescindir del texto legal, si no media debate y declaración de inconstitucionalidad (C.S.N., "Fallos", 300‑687; 301‑958; 307‑2153; entre otros) 


La conclusión arriba expresada no se encuentra menguada, y aquí mi discrepancia con la posición asumida al respecto por el distinguido colega doctor Roncoroni, con el argumento de que la tasa de interés cuestionada no haya sido fijada por la ley (en el caso fiscal) sino por la autoridad de aplicación a quien se le delegó hacerlo (arts. 41 y 55 de la ley 11.683, t.o 1978). Pues las disposiciones del Ministerio de Economía y las de la Secretaría de Finanzas (dependiente de esa área ministerial) si bien carecen de esencia legislativa, se deben considerar "ley" en sentido material, en tanto mandatos obligatorios, generales e impersonales (conf. B. 50.296, sent. del 12‑III‑1996; ídem I. 1335, sent. del 27‑IX‑1994). 


La referencia al ámbito concursal, donde en el caso las normas objeto de reproche están llamadas a operar, como así los propios fines que la institución de marras tiende a tutelar, si bien deben sopesarse en la búsqueda de lo que en todo caso pueda ser el fundamento sustancial donde apontocar una eventual invalidación de los preceptos, o el sustento para disponer su inaplicación total o parcial, no pueden en cambio constituir de por sí la razón que permita sortear la necesaria declaración de inconstitucionalidad que, como quedó expuesto, es el único camino para impedir la aplicación de un dispositivo legal. 


Establecido que el fallo de la instancia anterior debe ser revocado, sigue el cometido competencial de esta Corte resolver en forma positiva el litigio traído (art. 289 ap. 2 del C.P.C.C). 


En ese quehacer la pieza que da inicio a este incidente y las respuestas frente al traslado conferido arrojan que, a la pretensión de aplicación de los intereses previstos en las normas fiscales postulada por el acreedor, en revisión de lo decidido por el juez concursal en la oportunidad prevista por el art. 36 de la ley 24.522, se oponen el deudor concursado y la sindicatura, esgrimiendo para ello fundamentalmente razones de índole constitucional, y otras amparadas en el esquema desindexatorio que impera en la ley 23.928.


Compartiendo como anticipé la solución propuesta por el colega de Lázzari, considero que los intereses cuya inscripción en el pasivo del concurso se ha solicitado, deben ser reconocidos, en tanto han sido liquidados por el acreedor, sobre la base de las tasas que indican las normas vigentes en los distintos períodos de aplicación y que van hasta la fecha de la presentación concursal (art. 19, ley 24.522).


Si bien el incidentado ha sostenido que con la aplicación de las tasas contenidas en las mencionadas resoluciones se viola el derecho de propiedad, la igualdad jurídica, el acceso a la vivienda digna, los derechos y garantías implícitas, los derechos del consumidor y del usuario y al desarrollo humano, no explica de qué manera en el caso se configuran dichas infracciones supralegales.


La argumentación que con asidero en pretensos menoscabos a esos derechos y garantías reconocidos en la Carta Magna, así ha sido ejercida, es a todas luces insuficiente e impide acceder en forma seria y precisa al examen de validez supralegal.


Igual déficit que el recién apuntado, lleva la argumentación de la sindicatura y que se pretende con asidero en una situación de confiscatoriedad, en tanto a la mentada afirmación no sigue una estricta explicación, ni mucho menos de cómo en el caso, la aplicación de los índices objetados comporta el menoscabo al derecho de propiedad que la constitución expresamente recepta y prohibe.


Sin perjuicio de las deficiencias señaladas en los párrafos que anteceden, no puede perderse de vista que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que la valiosa función del impuesto justifica que las leyes pertinentes contemplen medios coercitivos para lograr la satisfacción oportuna de las deudas fiscales cuya existencia afecta de manera directa al interés de la comunidad porque gravitan en la percepción de la renta pública. Con ese propósito se justifica la aplicación de tasas de interés más elevadas, lo que, por otra parte, no favorece a personas determinadas sino a la sociedad toda ("Fallos", 308:203) .


Bajo ese contexto, predicar sin más que la tasa sub examine resulta irrazonable a la luz de la situación concursal del deudor, y los fines que este proceso universal tiende a resguardar o cumplir, importa una afirmación en abstracto.


Así entonces, no es dable a mi entender anticipar en forma general, sin estricta comprobación para el caso, que en virtud de la mayor envergadura económica de un crédito la posibilidad de acceder a un acuerdo preventivo se vea impedida, o al menos dificultada. Tampoco lo es que el eventual postrer concordato sea incumplido en razón de ese pasivo.


Como lo he sostenido con anterioridad, mientras no existan motivos debidamente acreditados en la causa para desplazarlas, corresponde aplicar a las deudas reconocidas en un concurso preventivo las tasas fijadas en las resoluciones de la Secretaría de Ingresos Públicos (conf. Ac. 69.773, sent. del 2‑VIII‑2000; Ac. 79.204, sent. del 6‑VIII‑2003).


De todos modos, la frustración de las finalidades del proceso ‑concursal ‑en el que sin duda confluyen el interés no sólo del propio deudor o empresario y sus acreedores, sino de otros diversos sujetos y hasta el de la sociedad en general‑, y que en todo caso pueda generar el reconocimiento del crédito fiscal con el alcance cuantitativo que se sigue por aplicación de las tasas criticadas, amén de ser una situación conjetural, es razón que, fuera de la ya aludida ausencia de comprobación, no ha sido tan siquiera alegada a lo largo de todo el proceso ‑que ya viene transcurriendo por tres instancias‑ ni por el propio deudor de quien cabe afirmar está en mejor posición de conocimiento sobre sus posibilidades y capacidades patrimoniales, ni por el síndico sea éste considerado en su función de auditor técnico, o aún en el rol que pueda reconocérsele como vigilante de los intereses de la masa.


Por último el reconocimiento por el juez concursal de una tasa inferior a la que manda la norma, no puede encontrar justificación por derivación más o menos directa, de la par conditio creditorum.


La igualdad de trato con el sentido y el alcance descriptos, no puede entonces ser invocada como vehículo para equiparar los accesorios de los créditos, modificando la tasa de los intereses devengados con anterioridad a la presentación concursal.


Por las razones expuestas, voto por la afirmativa.

La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó también por la afirmativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente
S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría, se hace lugar al recurso extraordinario interpuesto, revocándose la sentencia y remitiéndose los autos al tribunal de origen a los efectos de que se admita la revisión en la medida de los intereses fijados en la ley 11.863. Con costas (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese.
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